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Adames Soto, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 
 

Comparece ante nosotros Transporte Rodríguez Asfalto Inc. 

(Transporte Rodríguez o recurrente), impugnando la notificación de 

adjudicación de la Subasta General Núm. 2018-2020, Renglón 2019-010, 

Compra de Asfalto Recogido en planta, emitida por el Municipio de Cayey 

el 23 de agosto de 2018. Aduce, que en dicha notificación no se 

incluyeron razones suficientes o fundamentos que justificaran la 

adjudicación de la buena pro, lo que le imposibilita ejercer su derecho a 

la revisión judicial.  

Tiene razón, veamos.    

I. Resumen del tracto procesal pertinente 

 El 7 de marzo de 2018, la Junta de Subasta del Municipio de Cayey 

(la Junta) se reunió para dar apertura a las Propuestas sometidas por 

las diferentes compañías licitadoras para la Subasta General Núm. 2018-

2020, Renglón 2019-010, Compra de Asfalto Recogido en planta. El 12 

de junio del mismo año, los miembros de la Junta evaluaron las 
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propuestas presentadas por los siguientes licitadores; Super Asphalt 

Pavement Corp. (Super Asphalt), Transporte Rodríguez y Puerto Rico 

Asphalt LLC. Luego, el 23 de agosto de 2018, la Junta le adjudicó la 

buena pro a Super Asphalt, notificándole a los licitadores el mismo día.  

 En lo pertinente a la controversia ante nosotros, en la notificación 

de la adjudicación la Junta identificó como razón de su elección, la 

siguiente:  

…a los fines de velar por los mejores intereses del Municipio 

de Cayey, teniendo en cuenta el costo y la distancia para 
que se pueda proveer el producto subastado, se le ha 

adjudicado la buena pro a la Compañía Super Asphalt 
Pavement Corp.  
 

Por otra parte, atendiendo las razones para no adjudicar la buena 

pro a los demás licitadores, en la notificación aludida se indicó que: 

1. No es costo efectivo para el Municipio tomando en 

consideración el gasto de gasolina y el tiempo que tomaría 
el recogido y entrega del producto.  

2. La distancia en que se encuentra su compañía del pueblo 

de Cayey, provocaría además que el producto llegue a una 
temperatura más fría, que no es la recomendada para el 
manejo del mismo. 

  

 Por último, con relación al término con el que contaban las partes 

para solicitar revisión judicial, en la misma comunicación se expresó lo 

que sigue: 

De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de la 
Junta de Subastas para el Municipio de Cayey, según 
enmendado y el artículo 15.002 de la Ley de Municipio 

Autónomo, según enmendado, cualquier licitador que no 
esté de acuerdo con la adjudicación de una subasta, si 
considera que hubo alguna irregularidad en el proceso 

deberá1 solicitar a la Junta de Subastas que reconsidere su 
determinación de adjudicación, dentro de los cinco (5) días 

siguientes al recibo de la notificación de la adjudicación. 
Dicha solicitud de reconsideración deberá explicar 
claramente los fundamentos en que se basa su solicitud, y 

deberá estar acompañada por los documentos justificantes 
pertinentes. La Junta de Subastas tendrá diez (10) días 

para tomar la acción correspondiente con relación a la 
impugnación. Si la Junta no tomare ninguna acción dentro 
de dicho término, se entenderá que la impugnación fue 

rechazada de plano. En ese caso, el licitador tendrá diez (10) 

                                                 
1 El inciso 16 del Reglamento de la Junta de Subastas para el Municipio de Cayey 

establece que [l]os licitadores participantes no favorecidos en una adjudicación de 
subasta o de un contrato de servicios no profesionales, si consideran que hubo alguna 
irregularidad en la adjudicación de la misma, podrán impugnar la adjudicación ante la 
Junta de Subastas dentro de los próximos cinco (5) días a partir de la notificación de la 
adjudicación.  
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días, luego de que haya expirado el término de los diez (10) 
días antes mencionados, para impugnar la subasta ante el 

Tribunal de Circuito de Apelaciones correspondiente. Si la 
Junta de Subastas tomare alguna decisión negatoria con 

relación a la reconsideración presentada, el licitador tendrá 
un término de diez (10) días contados desde el depósito en 
el correo de la copia de la notificación del acuerdo final o 

adjudicación para impugnar dicha determinación ante el 
Tribunal de Apelaciones mediante un recurso de revisión. 

  

 Es la anterior notificación la que el recurrente tilda como 

defectuosa, arguyendo que, si los criterios para no adjudicar la buena 

pro a los licitadores no elegidos estuvieron basados en precio y 

distancia, como mínimo la Junta de Subasta debió haber incluido la 

distancia en la cual estaba ubicada cada planta. 

II. Exposición de Derecho 

A. 

 

Las subastas son procedimientos que lleva a cabo una entidad 

para que se presenten ofertas para la realización de obras o adquisición 

de bienes y servicios. Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 172 DPR 139, 

143 (2007). El Gobierno utiliza el mecanismo de las subastas para 

ejercer sus funciones como comprador de una forma eficiente, honesta 

y correcta. Así se logra proteger los intereses y el dinero del pueblo a la 

vez que se asegura la buena administración pública. Aluma Const. v. 

A.A.A., 182 DPR 776, 782-783 (2011).  

De lo que se colige que las subastas gubernamentales están 

revestidas de un gran interés público y deben regirse por preceptos 

legales que promuevan la sana administración pública. Caribbean 

Communications v. Pol. de P.R., 176 DPR 978, 994 (2009). Esto es así, 

pues las adjudicaciones de las subastas gubernamentales suponen el 

desembolso de fondos del erario, valor jurídico de la mayor importancia. 

En consonancia, la consideración primordial al momento de determinar 

quién debe resultar favorecido en el proceso de adjudicación de subastas 

debe ser el interés público en proteger los fondos del pueblo de Puerto 

Rico. Transporte Rodríguez v. Jta. Subastas, 194 DPR 711, 719 (2016); 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2019979525&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_994&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_994
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2019979525&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_994&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_994
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Cordero Vélez v. Municipio de Guánica, 170 DPR 237, 245 (2007), 

Caribbean Communications v. Pol. de P.R., supra. 

Por lo anterior, se debe perseguir la competencia libre y 

transparente entre el mayor número de licitadores posible, procurando 

conseguir los precios más económicos, evitar el favoritismo, la corrupción, 

el dispendio, la prevaricación, la extravagancia y el descuido al otorgarse 

los contratos; y minimizar los riesgos de incumplimiento. Empresas 

Toledo v. Junta de Subastas, 168 DPR 771, 778 (2006); Caribbean 

Communications v. Pol. de P.R., supra. 

B. 

 

En consonancia, la garantía constitucional a un debido proceso 

de ley requiere que la interferencia del Estado con los intereses de 

libertad y propiedad del individuo sea a través de un proceso justo y 

equitativo. Para lograr esto se han establecido una serie de requisitos 

que el Estado debe cumplir al llevar a cabo cualquier procedimiento 

adjudicativo, entre ellos la notificación adecuada. Domínguez Castro et 

al. v. E.L.A. I,178 DPR 1, 44 (2010); Rafael Rosario & Assoc. v. Dept. 

Familia, 157 DPR 306 (2002).   

Por tanto, como el deber de notificar a las partes de la decisión 

tomada de manera adecuada y completa es parte del debido proceso de 

ley, la falta de adecuacidad de la notificación puede impedir que las 

partes procuren los remedios que tienen a su disposición. Olivo v. Srio. 

Hacienda, 164 DPR 165, 178 (2005). De lo que sigue que la notificación 

se le tiene que hacer llegar tanto al postor favorecido como a aquellos 

que no resultaron agraciados, de manera tal que estos puedan acudir 

ante este Tribunal para solicitar una revisión judicial.  

El debido proceso de ley requiere que esta revisión sea una 

efectiva. Pta. Arenas Concrete Inc. v. J. Subastas, 153 DPR 733,741 

(2001); lo que supone que la notificación de la adjudicación de la 

subasta tenga que ser adecuada y testar debidamente fundamentada. 

Torres Prods. v. Junta Mun.Aguadilla, 169 DPR 886, 893 (2007).  

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2011513671&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_245&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_245
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2010250037&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_778&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_778
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2010250037&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_778&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_778
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El Tribunal Supremo ha manifestado que aun en procedimientos 

informales, como lo es la adjudicación de subastas, es necesario que la 

agencia presente una explicación de las bases y las razones sobre las 

que descansa su decisión de tal forma que el tribunal tenga las 

herramientas necesarias para hacer su determinación. L.P.C.&D., Inc, v. 

A.C., supra, 878. Esta explicación puede ser una sumaria y 

sucinta. Junta Dir. Portofino v. P.D.C.M., 173 DPR 455, 466-467 (2008). 

Al requerir que se incluyan los fundamentos en la notificación se 

asegura que los tribunales puedan revisar dichos fundamentos para 

determinar si la decisión fue arbitraria, irrazonable o caprichosa. Íd.   

C. 

Las subastas celebradas por los municipios están reguladas por 

las disposiciones de la Ley 81–1991, según enmendada2, conocida como 

Ley de Municipios Autónomos de Puerto Rico3. En lo pertinente, el Art. 

10.006(a)4 de la Ley citada preceptúa los criterios de adjudicación de las 

subastas, entre los cuales resaltamos el siguiente: 

[e]n la consideración de las ofertas de los licitadores, la 
Junta podrá hacer adjudicaciones por renglones cuando el 
interés público así se beneficie. La Junta notificará a los 

licitadores no agraciados, las razones por las cuales no 
se le adjudicó la subasta. Toda adjudicación tendrá que 

ser notificada a cada uno de los licitadores 
apercibiéndolos del término jurisdiccional de diez (10) 
días para solicitar revisión judicial de la adjudicación 

ante el Tribunal de Apelaciones de conformidad con la sec. 
4702 de este título. 21 LPRA sec. 4506.  
 

(Énfasis suplido). 
 

Tal criterio observa correspondencia con la jurisprudencia que 

rige en el ámbito de las subastas públicas, y ordena que toda 

notificación de adjudicación de subasta debe incluir; (1) nombre de 

los licitadores; (2) síntesis de las propuestas sometidas; (3) factores y 

                                                 
2 21 LPRA sec. 4001 et. seq. 
3 La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico regula 

varios aspectos de las subastas llevadas a cabo por las agencias gubernamentales. Sin 
embargo, este estatuto específicamente excluye de su definición de agencia a los 

gobiernos municipales o sus entidades o corporaciones. (Véase, la Sec. 1.3 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, 3 LPRA sec. 2102).  
4 21 LPRA sec. 4506(a). 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT21S4506&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT21S4506&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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criterios que se tuvieron en cuenta para adjudicar la subasta y razones 

para no adjudicar a los licitadores perdidosos, y (4) derecho a solicitar 

revisión judicial de la adjudicación o acuerdo final ante el Tribunal de 

Apelaciones, en el término jurisdiccional de 10 días, contados a partir del 

depósito en el correo de la notificación de adjudicación. Transporte 

Rodríguez v. Jta. Subastas, supra en la pág. 719.; Cordero Vélez v. 

Municipio de Guánica, supra en la pág.  247; Punta. Arenas Concrete, Inc. 

v. Junta de Subastas, 153 DPR 733, 740–742 (2001); L.P.C. & D., Inc. v. 

A.C., 149 DPR 869 (1999). (Énfasis provisto). Claro, los fundamentos de 

la determinación han de constar por escrito, aunque sea de forma 

sumaria y sucinta. Torres Prods. v. Junta Mun. Aguadilla, 169 DPR 886 

(2007). 

Por otra parte, el Reglamento de Subastas del Municipio de Cayey 

precisa el contenido que debe contener la notificación de la adjudicación 

de las subastas5. En lo pertinente, la sección 15 establece que: 

[l]a notificación de adjudicación o la determinación final de 

la Junta, que se enviará a todos los licitadores que 
participaron en la subasta , debe contener la siguiente 
información: (1) el nombre de los licitadores, (2) una síntesis 

de las propuestas sometidas; (3) los factores o criterios 
que se tomaron en cuenta para adjudicar la subasta y 
razones para no adjudicar a los licitadores perdidosos; 

(4) la advertencia sobre el derecho a solicitar revisión 
judicial ante el Tribunal de Apelaciones dentro del 

término jurisdiccional de diez (10) días contados a 
partir de la fecha de haber sido depositada dichas 
notificación en el correo; (5) fecha de archivo en auto de 

la copia de la notificación ; (6) a partir de qué fecha 
comienza a transcurrir el término.  

 

En el proceso apelativo cobra particular importancia el 

cumplimiento con la notificación adecuada, pues precisamos contar con 

una explicación que revele las bases sobre las cuales descansa la 

decisión de la agencia y los fundamentos que la sustentan. L.P.C. & D., 

Inc. v. A.C., supra. Si bien no se exige por parte de la agencia que realice 

determinaciones de hechos y de derecho, en la adjudicación de 

procedimientos informales deben mediar razones suficientes que 

                                                 
5 Ordenanza 26-2014-15, según enmendada. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2011513671&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_247&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_247
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2011513671&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_247&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_247
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001288934&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_740&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_740
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001288934&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_740&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_740
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2011334249&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2011334249&pubNum=0002995&originatingDoc=I6c8c88bdd22d11e7b73588f1a9cfce05&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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pongan en conocimiento a las partes y al tribunal de los fundamentos 

que propiciaron tal decisión. Íd. Es de dicha manera que el Tribunal 

puede asegurarse de que la decisión administrativa no fue una arbitraria, 

caprichosa o irrazonable. Íd.  

Amerita tomar conocimiento, también, que la Oficina del 

Comisionado de Asuntos Municipales (OCAM), aprobó el Reglamento 

para la Administración Municipal, Reglamento Núm. 8873 de 19 de 

diciembre de 2016, con el objetivo de establecer normas y guías 

administrativas dirigidas a promover la eficiencia, la uniformidad y un 

buen gobierno municipal. Capítulo I, Sección 3, Reglamento 8873. La 

sección 13 del mismo Reglamento, establece los requisitos que debe 

cumplir una notificación de adjudicación de subasta municipal. En lo 

pertinente, allí se establece lo siguiente: 

(1) Una vez la Junta haya seleccionado el licitador o los 
licitadores que obtuvieran la buena pro de la subasta, se 

preparará una minuta donde se hará constar las 
proposiciones recibidas y el otorgamiento de la subasta 

incluyendo todos los pormenores de la adjudicación. Los 
originales deberán ser conservados en un libro de actas bajo 
la custodia de la Junta de Subastas.  

(2) La decisión final de la Junta se notificará por escrito y 
por correo certificado con acuse de recibo, a todos los 
licitadores que participaron en la subasta y será firmada 

por el Presidente de la Junta. No se adelantará a licitador 
alguno, información oficial sobre los resultados de la 

adjudicación, hasta tanto la Junta le haya impartido su 
aprobación final. 
(3) La notificación de adjudicación o la determinación final 

de la Junta, que se enviará a todos los licitadores que 
participaron en la subasta, debe contener la siguiente 

información: 
a) nombre de los licitadores; 
b) síntesis de las propuestas sometidas; 

c) factores o criterios que se tomaron en cuenta para 
adjudicar la subasta y razones para no adjudicar a los 
licitadores perdidosos; 

d) derecho a solicitar revisión judicial de la adjudicación o 
acuerdo final, ante el Tribunal de Apelaciones, y el término 

para ello, que es dentro del término jurisdiccional de diez 
(10) días contados desde el depósito en el correo de la 
notificación de adjudicación.  

 
Reglamento Núm. 8873, Capítulo VIII, Parte II, Sección 13, 

Págs. 118-119. (Énfasis nuestro). 
 

A todas luces, el Reglamento 8873 integró los requisitos 

dispuestos por la jurisprudencia para considerar como efectiva una 
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notificación de adjudicación de subastas. La consecuencia de no 

cumplir con los requisitos descritos es la invalidación de la 

notificación de adjudicación de subasta. Punta de Arenas Concrete 

Inc. v. Junta de Subastas v. Municipio de Hormigueros, supra. (Énfasis 

provisto). De igual forma, la transgresión de la notificación adecuada 

tiene como consecuencia, que el término para acudir en revisión 

judicial no comience a transcurrir hasta que se haga una 

notificación adecuada. IM Winner, Inc. v. Mun. de Guayanilla, 151 DPR 

30, 38 (2000). (Énfasis provisto.) 

III.  Aplicación del derecho a los hechos 

 

Según anticipamos, en la notificación del aviso de adjudicación 

en discusión se establecieron como factores para adjudicar la buena pro 

los del costo y la distancia. Ello debe leerse en conjunto con las razones 

por las cuales, según la misma notificación, no se adjudicó la buena pro 

al recurrente, a saber; (1) que no es costo efectivo para el Municipio 

tomando en consideración el gasto de gasolina y el tiempo que tomaría 

el recogido y entre del producto; (2) que la distancia en que se 

encontraba su compañía provocaría que el producto llegue a una 

temperatura más fría, que no es la recomendada para el manejo de la 

misma.  

Vista la explicación dada en la notificación para justificar la 

determinación de la Junta, la hemos de confrontar con el mandato que 

exige que la adjudicación de la subasta tiene que estar debidamente 

fundamentada, y expuestas las razones sobre las que descansó la 

decisión de tal forma que tengamos herramientas para dilucidar la 

pulcritud del proceso. Ver, L.P.C.&D. Inc. v. A.C., supra. Respecto a ello, 

coincidimos con la recurrente al apreciar que la notificación no da mayor 

luz sobre las razones por las cuales el factor distancia fue decisivo al 

momento de adjudicar la buena pro.  Esto es, de la información 

compartida en la notificación no resulta posible, por ejemplo, comparar 

las distancias de las distintas plantas de los licitadores respecto al 
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Municipio, para comprender cómo la cercanía del licitador agraciado 

beneficia al interés público. Carecemos de los datos mínimos que lleven 

a un lector a saber cuál planta está más cerca o lejos del Municipio, de 

modo que se adolece de la información que nos ayude a justipreciar la 

razonabilidad de la adjudicación.   

Aunque bien mostramos deferencia por la pericia de la Junta al 

momento de determinar el servicio que más convenga al interés del 

Municipio, y reconocemos que la jurisprudencia lo que obliga es a que 

se expongan fundamentos en la notificación, aunque sea de forma 

sumaria y sucinta, no nos podemos deshacer del hecho de que falta una 

información mínima que nos coloque en posición de valorar el factor 

distancia como razón para conceder la buena pro en este caso. De igual 

forma, la ausencia de información sobre la distancia a la cual se 

encuentran las plantas de los licitadores respecto al Municipio tampoco 

concede oportunidad al recurrente de oponer la localización de sus 

plantas como mejores o peores que las del licitador agraciado, quedando 

obstaculizado así su derecho a una revisión judicial.  

Por otra parte, de la notificación de la adjudicación de la subasta 

no se desprende con claridad el término que tiene el licitador que no 

está de acuerdo con la determinación de la Junta para acudir en revisión 

judicial. Según dejamos meridianamente claro en la exposición de 

derecho, en la notificación se tiene que indicar, como requisito del 

debido proceso de ley, sin ambages, que los licitadores cuentan con un 

término jurisdiccional de diez (10) días para solicitar revisión judicial de 

la adjudicación o acuerdo final, contados desde el depósito en el correo 

de la notificación de la adjudicación. Contrario a ello, en la notificación 

impugnada se hace referencia al proceso de reconsideración al que 

puede acudir el licitador que no estuvo conforme con la adjudicación, 

pero sin hacer clara alusión al derecho a la revisión judicial ante este 

foro intermedio en el término jurisdiccional de diez días señalado, lo cual 
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no requiere cumplir con el proceso de reconsideración aludido. Tal 

omisión supone un error que precisa corrección.   

A tenor, juzgamos que la notificación efectuada en este caso es 

defectuosa, lo que provoca que el término para acudir ante este Tribunal 

en solicitud de revisión judicial no haya comenzado a transcurrir, 

privándonos de nuestra jurisdicción revisora. 

Por los fundamentos expuestos, declaramos nula la notificación 

de la subasta, y ordenamos que la Junta de Subasta del Municipio de 

Cayey la enmiende de modo que provea la información soslayada y se 

ajuste al cumplimiento con todos los requisitos discutidos. Una vez 

cumplida nuestra orden, entonces se activará el término para acudir en 

alzada, de estar algún licitador inconforme con los méritos de lo 

decidido. La Junta debe aguardar hasta que se le remita el mandato de 

esta Sentencia, para entonces emitir una notificación adecuada. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


